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PRESENTACIÓN

La obra que ha escrito el Profesor Antonio Jesús Alonso Timón se inscribe en una Colección de obras que pretende la divulgación de conceptos jurídicos acerca del gobierno del suelo y del gobierno para el suelo, es decir, del Urbanismo y de la Ordenación del Territorio, aun sabiendo que esta tarea no es, precisamente, fácil porque estas materias no son solo jurídicas. Como primera afirmación que nos merece esta obra es que ha conseguido brillantemente esta primera finalidad de la obra que ha escrito.

Desde esta orientación primera, esta obra es todo un compendio de las posibilidades de actuación urbanísticas, en el marco legal español vigente, de las Entidades municipales en su lucha -el autor habla de un campo de batalla- por la defensa de sus competencias constitucionalmente reconocidas ante el creciente protagonismo de las Comunidades Autónomas. Analiza -y lo hace con meticulosidad y rigor- la práctica totalidad de ellas. Y, además, con la valentía de expresar en una publicación opiniones personales que, en no pocas ocasiones, se apartan de eso que se ha dado en llamar políticamente correctas.

Dedica atención extensa y separadamente a la gestión urbanística de los Entes Locales municipales, que en el momento en que se escriben estas líneas, están siendo objeto de diversas reflexiones de la doctrina científica y, también, de algunos responsables políticos.

Su Índice es una muestra de lo completo del trabajo al que ha dedicado muchas horas de reflexión a lo que es objeto de exposición en esta obra.

En efecto, comienza -no puede el autor desligarse de su condición de docente universitario- con referencias a la Historia del urbanismo español. Y no deja de formular lo que considera sorprendente en la última etapa histórica del mismo. Se refiere el autor a que, tras la STC 61/1997, de 20 de marzo, en lugar de producirse el inicio de un proceso de dispersión legislativa autonómica en materia urbanística, tras el vacío legal estatal producido por esta Sentencia del Tribunal Constitucional, sostiene que el panorama legislativo urbanístico autonómico posterior a dicha Sentencia ofrece grandes similitudes en materia de planeamiento urbanístico y, también, en materia de ejecución del planeamiento, dado que continúa el protagonismo de los propietarios de suelo a los que se suma la figura del Agente Urbanizador.

Y empiezan a aparecer las opiniones personales del autor que se exponen en forma directa. Hace, así, referencia en forma terminantemente clara a la problemática del carácter concurrente de las competencias municipales en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo con las Comunidades Autónomas, y expresamente cita al Estado, al que denuncia como ejerciente indirecto de estas competencias -de las que directamente carece por imperativo constitucional- a través de métodos indirectos como son los que se derivan del ejercicio de las competencias estatales en materia de medio ambiente y de propiedad privada que terminan incidiendo significativamente en la Ordenación del Territorio y en el Urbanismo.

El Capítulo 2, que tiene un significativo rótulo -«La regulación normativa europea y estatal»- se dedica a justificar la referencia al Estado, al atribuirle el derecho al establecimiento de un mínimo común denominador en el régimen de la Ordenación del Territorio, a pretexto de lograr «un reconocimiento similar en el ejercicio de los derechos de los ciudadanos y el aseguramiento de una coherencia y continuidad territorial en el uso y gestión del suelo». En este mismo sentido, llega a propiciar que «Sería deseable que nuestro Tribunal Constitucional corrigiese una Doctrina, la de la Sentencia 61/1997, de 20 de marzo, que ha coadyuvado a agravar los problemas de nuestro urbanismo de manera exponencial, como estamos teniendo la posibilidad de ver en los últimos años. Al igual que hemos puesto de manifiesto en el caso de la ordenación del territorio, se deberían reconocer mayores potestades de regulación al Estado en materia urbanística para que fuese capaz de diseñar un mínimo común denominador reconocible y se acabasen con modelos urbanísticos a la carta, abusivos, fragmentarios, alejados de las necesidades sociales y ciudadanas y cercanos a intereses espurios y difícilmente confesables».

Tras la cita de numerosos documentos relevantes europeos en materia de Ordenación del Territorio, insiste en lograr una solución de los conflictos territoriales a través de una legislación sectorial estatal que decididamente apueste por superar la permanente conflictividad derivada del ejercicio localista de competencias municipales o autonómicas que deberán supeditarse al interés general de todos, que representa el Estado. Incluso, apela al artículo 149.3 CE, que, como es sabido, fue objeto de interpretación por el Tribunal Constitucional negando al Estado la competencia de legislar en materias que sean de la exclusiva competencia de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de silencio legislativo de éstas. El autor, seguidamente, ofrece la posibilidad de que la Ordenación del Territorio y el Urbanismo se gestionen desde los principios esenciales: publicidad, transparencia, sostenibilidad y participación ciudadana, cooperación interadministrativa y subsidiariedad.

Dedica un largo Capítulo 3 a la regulación normativa de la Ordenación del Territorio y del Urbanismo español. En él recoge la legalidad vigente y, más extensamente, la del Urbanismo, desde el planeamiento urbanístico a la disciplina urbanística. Sólo este capítulo ya es un resumen de todo lo que de mayor relevancia se debe saber hoy en estas materias. Se logra con este tipo de reflexiones del autor y con la manera en que las expone superar esa especie de sensación que padecemos los operadores jurídicos de que vivimos tiempos -en honor a la verdad, siempre ha habido algo de esto- en los que resplandece con mayor vigor que nunca el complejo adanítico de los que no se resignan a comprender que antes que ellos ya han existido otros seres humanos a los que se les ocurrían ideas.

Y que en el futuro vendrán otros seres humanos a los que también se les ocurrirán otras ideas. Unas veces ideas nuevas, y otras veces ideas que no son otra cosa que la pura reiteración de otras ya descubiertas y aplicadas con anterioridad.

Este Capítulo 3 es una muestra de un contenido que parece exceder del propósito inicial seguido en la sistemática de la obra e incluye, además de una serie de juicios de valor sobre la regulación legal del Estado de 2007 y de 2008 en materia de suelo, un amplio resumen de la legislación autonómica de Ordenación del Territorio en la totalidad de las Comunidades Autónomas.

Y concluye el texto con una serie de hasta 13 Conclusiones, que son un ilustrativo resumen de la posición del autor. Y añade un útil índice análitico de voces, que servirá, seguro, de material imprescindible para la obra pendiente con la que podría concluir la Colección en la que esta obra se inscribe: el Diccionario de términos urbanísticos, cuya urgencia no es preciso ponderar. Finaliza la obra con un Catálogo de términos utilizados y un detallado Índice sistemático.

El estudio de Antonio Jesús Alonso Timón luce en todo su rigor jurídico, con el acompañamiento de la abundante doctrina científica que se incluye en esta obra, así como de numerosas observaciones personales, que el lector tendrá que decidir si comparte o no.

En una Presentación de una obra, parece reñida la elegancia con la aportación por el presentador de ideas que discrepen de las mantenidas en la obra por el autor. Creemos que si el presentador discrepa del autor, tiene toda la libertad para ejercer este derecho, pero no, precisamente, en la Presentación de la misma obra que el autor ofrece al presentador.

La libertad de opinión no está reñida con el servicio a la elegancia y a la oportunidad del ejercicio de la libertad de expresión.

Entiéndanse, pues, las aportaciones que siguen, en el sentido estricto de reforzar las ideas mantenidas por el autor en su obra, no para discrepar de ellas. No obstante, permítasenos una excepción. Nos referimos a la afirmación del autor en el Epígrafe 3.3.3, respecto de los convenios urbanísticos de planeamiento, en el sentido de que «la reforma llevada a cabo por la Comunidad de Madrid, que mediante una Ley de Medidas (Ley 3/2007, de 26 de julio, BOCAM de 30 de julio de 2007) modificó varios preceptos de la Ley 9/2001, de 17 de julio, de Suelo de la Comunidad de Madrid y más concretamente suprimió la posibilidad de celebración de Convenios de planeamiento, que son, por lo tanto, desterrados del orbe jurídico madrileño».

Permítasenos precisar esta cuestión, en términos de absoluto respeto por la opinión del autor, de la que discrepamos. Así, los convenios urbanísticos de planeamiento se definen expresamente en el artículo 244 a) LSM, en los siguientes términos:

«a) Convenios urbanísticos de planeamiento: aquellos que incluyan o puedan tener como consecuencia o resultado posibles modificaciones del planeamiento urbanístico, bien directamente, bien por ser éstas precisas en todo caso para la viabilidad de lo estipulado.»


Las cautelas del Ordenamiento Jurídico se han hecho presentes en la legislación urbanística de las Comunidades Autónomas, obligando a que los convenios urbanísticos respeten, como principios rectores, los de transparencia, publicidad y, en su caso, la concurrencia.

El citado precepto legal NO IMPIDE, por tanto, la celebración de convenios de planeamiento, ni los convenios de gestión. Tan sólo aporta una clara restricción de tipo temporal en los convenios de planeamiento, al objeto de evitar anticipaciones de cesiones o que provoque la obligación de hacer efectivos, antes de la aprobación definitiva del planeamiento al que se refieran, los deberes legales de cesión, o que establezcan obligaciones adicionales más gravosas que las que procedan legalmente, en perjuicio de los propietarios afectados.

Y se debe insistir en la validez jurídica de este tipo de convenios urbanísticos, como lo acredita el propio legislador madrileño al redactar en los términos limitativos citados el mencionado artículo 245 LSCM, pero sin proscribir los de este tipo que se suscriban, respetando las restricciones legales contenidas en este precepto legal.

Demostración palmaria de ello es que no sólo no se ha derogado el artículo 244 LSCM, reiteradamente citado, ni tampoco el artículo 247 LSCM relativo al procedimiento al que deben someterse la celebración y perfeccionamiento de todos los convenios urbanísticos y, por tanto, también los de planeamiento, a los que la Ley madrileña se refiere expresamente.

Al respecto, consideramos del mayor interés para el caso que nos ocupa la sentencia n.º 456/2007 de la Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1.ª, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 5 Mar. 2007, rec. 23/2007, y de la que fue Ponente la Magistrada D.ª Francisca María de Flores Rosas Carrión, cuyo Fundamento de Derecho Segundo afirma que:


«... basta considerar la doctrina jurisprudencial contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 24-6-2000, con cita de la de 15-3-1997, para calificar como convenio de planeamiento aquellos que "tienen por objeto la preparación de una modificación o revisión del planeamiento en vigor" y como convenios de gestión urbanísticas los que "se dirigen a la gestión o ejecución de un planeamiento ya aprobado y contienen, por ello, estipulaciones conformes al mismo", de manera que no existe "una tercera figura de convenios urbanísticos caracterizados por contradecir las normas de planeamiento supraordinadas a ellos sin contemplar una modificación futura de éstas, ya que tales convenios serían nulos (arts. 57 y 58 del TRLS) por contradecir lo dispuesto en la Ley". No se invalida esta doctrina por la circunstancia de no haberse formulado con base en los preceptos de la Ley 9/2001 del Suelo de la Comunidad de Madrid pues, conforme a su artículo 244, son convenios urbanísticos de planeamiento aquellos que incluyan, o puedan tener como consecuencia o resultado, posibles modificaciones del planeamiento urbanístico, bien directamente, bien por ser éstas precisas en todo caso para la viabilidad de lo estipulado, mientras que los convenios urbanísticos de gestión, denominados por dicha Ley convenios urbanísticos para la ejecución del planeamiento, son los que, no afectando en absoluto a la ordenación urbanística, se limitan a determinar los términos y las condiciones de la gestión y de la ejecución del planeamiento y demás instrumentos existentes en el momento de su celebración, sin que de ellos pueda derivarse o resultar en ningún caso una modificación, alteración, excepción o dispensa del planeamiento...

(...)

Sin perjuicio de lo anterior y de la indudable potestad del Ayuntamiento para iniciar la modificación del planeamiento, es lo cierto que la concretamente interesada por los apelantes exige el concurso de la Comunidad de Madrid, al ser de su competencia tanto las políticas, las determinaciones estructurantes y las condiciones básicas de ordenación de las redes supramunicipales como la aprobación definitiva de los Planes Generales». (Las negritas son nuestras.)



Es decir, el artículo 245 LSCM NO IMPIDE la celebración de convenios de planeamiento, ni los convenios de gestión. Por tanto, en nuestra opinión, lo que ha hecho el legislador madrileño ha sido estrechar los márgenes legales de los convenios urbanísticos de planeamiento, no prohibirlos. Y hay que decir, también, que la actitud de este legislador estaba más que justificada, dados los frecuentes abusos que se han podido constatar en numerosos convenios urbanísticos de planeamiento concretos.

Con la finalidad indicada de colaborar en el reforzamiento de las ideas mantenidas en la obra, se exponen seguidamente algunas de las que consideramos que podrían ser útiles a sus lectores.

En un tiempo de cambio acelerado como el que se vive actualmente en el mundo, parece oportuno recordar la dificultad existente en diferenciar los campos del Urbanismo de los de la Ordenación del Territorio, si no abandonamos las rígidas y formales técnicas competenciales que rigen en el ordenamiento jurídico español. Por ello, creemos que los conflictos competenciales a los que se refiere el autor, desde la perspectiva legalmente vigente en España, pasa por reconocer la vinculación de los instrumentos de planeamiento urbanístico a los territoriales, admitiendo como posible solución a esta problemática la apuntada en la jurisprudencia del Tribunal Supremo (ver SSTS de 16 de julio de 2002 y de 20 de marzo de 2003), sobre la validez de los instrumentos de planeamiento territorial, previo el reconocimiento de la participación de las Entidades Locales en la formulación de dichos instrumentos de planeamiento territorial.

La mayor dificultad es la de garantizar que no se produzca la caída en la tentación autonómica a hacer indirectamente urbanismo, a través de sus competencias de Ordenación del Territorio. Es la misma idea que la maneja, directamente, el autor, al mencionar la actividad legislativa del Estado ejerciendo competencias sectoriales que inciden directamente en el Urbanismo, condicionándolo efectivamente.

Pero no es España sólo donde existe esta dificultad. La mayor procede de una nueva realidad del desarrollo de la ciudad que ya excede de sus límites tradicionales en los que era fácimente diferenciables los suelos de ella y los de su entorno. En la actualidad la ciudad se prolonga en su entorno y ya empieza a conocerse la realidad de las megalópolis y, más aún, las megaregiones, en la terminología de la Agencia de Asentamientos humanos de la ONU de marzo de 2010. Piénsese en que en la región china de Guangzhou, Shenzhen y Hong Kong conviven alrededor de 120 millones de personas. Es decir, más población que la de España, Italia, Grecia y Portugal juntas. En Japón, entre Nagoya, Osaka, Kyoto y Kobe viven más de 60 millones de personas. No es preciso recordar que en la ciudad de México viven 30 millones de personas.

El proceso de éxodo del campo a la ciudad es ya significativamente mayor en la actualidad que el que se produjo en el siglo XIX como producto de la Revolución Industrial. Es preciso aguzar el ingenio para desarrollar una normativa de ordenación y de gestión de la ciudad y su entorno, que supere la actual. No es posible seguir discutiendo sobre competencias administrativas cuando las diferencias de renta entre el campo y la ciudad pueden hacer cada vez más insoportable una situación como la actual en la que la que cinco millones de personas dejan, cada mes, sus cultivos en un país en vías de desarrollo y se asientan en una gran ciudad. Y es en las zonas urbanas en las que se genera más riqueza y avance tecnológico que en el resto del planeta. Así, en las 40 áreas urbanas más grandes del mundo vive sólo el 18% de la población mundial, pero generan el 66% de la actividad económica y el 85% del avance tecnológico y científico. En fin, en las 25 ciudades más grandes del mundo se produce el 50% de la riqueza del planeta.

Pero el problema más importante no es la gestión de estas ciudades. El problema es que este fenómeno masivo de urbanización, al crear auténticas megarregiones, obliga a aplicar una normativa legal capaz de superar los conflictos competenciales a los que se refiere el autor de esta obra. Y con urgencia.

No es preciso recordar que el fenómeno de urbanización citado ha creado, también, la llamada Ciudad Informal. Entre nosotros, el suburbio y el chabolismo, las favelas brasileñas, los barrios venezolanos, etc. Es decir, asentamientos vulnerables desde muchos puntos de vista: carencia de servicios esenciales, asentamiento mismo en zonas peligrosas, como pueden ser laderas con pendientes muy pronunciada, zonas cercanas a los ríos, carreteras o áreas de dunas, etc. El problema ya no es sólo su número, sino la densidad creciente de cada uno de estos asentamientos que aumenta su vulnerabilidad. Y las Administraciones Públicas tienen el inexcusable deber de paliar los efectos negativos que afectan a una población que ha abandonado sus raíces y se enfrenta a una realidad ciudadana cuyas reglas de funcionamiento desconoce. Ya ha pasado el tiempo de erradicar el problema acudiendo al elemental de la demolición de estos asentamientos. En algunas partes del mundo, ya es tarde para ello. La organización Cities Alliance define los proyectos de la ciudad como «mejoras de carácter social, económico, físico, organizacional y ambiental llevados a cabo de manera local y cooperativa entre ciudadanos, grupos comunitarios, de negocios y autoridades». Sobre detalles de esta relevante cuestión, que es, también, un efecto que no puede desconocerse del crecimiento de las ciudades, puede verse el trabajo sobre Ciudad Informal de Cristina Castelao de Simón  (1) .

Recomendamos la lectura de esta obra de Antonio Jesús Alonso Timón. Y lo hacemos con el convencimiento de que prestamos un servicio de utilidad a los profesionales del Derecho. Y con el orgullo de tener compañeros de su altura intelectual, que enaltecen con su trabajo nuestro mundo jurídico.

Julio Castelao Rodríguez 

Secretario de Administración Local. Categoría Superior. Abogado. Profesor de Derecho Urbanístico de la Universidad San Pablo-CEU 





	 (1) 

	Puede verse su Tesis del Máster de Cooperación Internacional de la Universidad Internacional de Cataluña, 2009, inédita.


	 Ver Texto 







Aproximaciones conceptuales y delimitación de campos de actuación de cada materia 



1.1.  ESQUEMA-RESUMEN

· Diferenciación entre urbanismo y ordenación del territorio.

· Evolución de la regulación de ambas materias en nuestro país y situación actual.

· Delimitación de las competencias atribuidas a las diferentes Administraciones Públicas en ambas materias.

1.2.  CONCEPTOS PRELIMINARES: DISTINCIÓN ENTRE URBANISMO Y ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

El Urbanismo es la disciplina jurídica que se preocupa por encauzar el proceso de construcción de la ciudad. En definitiva, a través del Urbanismo se hace ciudad. Por eso, dependiendo de las diferentes concepciones existentes acerca del Urbanismo, la construcción de la ciudad puede ser de una forma o de otra, más agresiva o más sostenible. La expresión con la que los ingleses se refieren al Urbanismo es muy gráfica a la hora de aprehender en qué consiste esta materia. En inglés se denomina town planning, es decir, planificación de la ciudad. En definitiva, el Urbanismo, como se ha señalado ya, no es otra cosa que hacer ciudad.

El Urbanismo es, por otra parte, una actividad compleja que se prolonga en el tiempo, a veces más de lo que sería deseable. Podemos distinguir tres ámbitos claramente diferenciados en materia urbanística que se corresponden con la secuencia temporal en su desarrollo. Así, nos encontramos en primer lugar con el Planeamiento Urbanístico, que es el diseño de la ciudad. Se trata, dicho de una manera gráfica, de pintar por dónde va a crecer la ciudad en el suelo que no está urbanizado y qué cosas se van a hacer en los próximos años en el suelo urbano que ya está urbanizado, protegiendo como suelo no urbanizable aquella parte del término municipal que, por diversas razones, no se incorporará de inmediato al proceso urbanizador. Una vez que ya hemos pensado lo que vamos a hacer intramuros y extramuros del núcleo urbano, pasamos a la fase de Gestión Urbanística, donde llevamos a cabo materialmente el proceso de transformación del suelo tal y como ha sido diseñado por el planificador. Por último, los poderes públicos y los privados también, ya que en esta materia existe acción pública en defensa de la legalidad urbanística, pueden ocuparse de contrastar que lo que se ha transformado coincide con lo que realmente se diseñó en la fase previa de planeamiento. A esta última fase la denominamos Disciplina Urbanística. Esas son las tres fases que componen el proceso urbanizador. Sin embargo, es necesario también destacar que el urbanismo en nuestro país siempre ha ido acompañado en su regulación de distintos instrumentos, atribuidos a los poderes públicos para intervenir en el mercado del suelo, que es un mercado extremadamente sensible y de una importancia económica vital para un país, como se ha demostrado.

La importancia de una correcta utilización del suelo es esencial para la implantación de una política de vivienda eficiente, tal y como se ha revelado en los últimos años. Su trascendencia es un hecho que no ha sido olvidado por la recientemente aprobada Ley Estatal de Suelo (Ley 8/2007) y su posterior Texto Refundido (Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio), que les devuelve un protagonismo olvidado. Tampoco lo han olvidado algunas Comunidades Autónomas, las más activas, quienes están utilizando estos instrumentos de intervención en el mercado del suelo de manera mucho más frecuente y con mayor criterio. Un buen ejemplo de ello es el derecho de superficie, infrautilizado hasta hace poco y redescubierto en su justa medida en los últimos años.

Por su parte, la ordenación del territorio es una materia que tiene una sustantividad propia separada del urbanismo. Este hecho es innegable hoy en día tras la regulación constitucional que se otorga a ambas materias. No por casualidad sino por causalidad, la propia Constitución se encarga de diferenciar ambos conceptos explícitamente cuando atribuye la competencia sobre ambas a las Comunidades Autónomas en el artículo 148.1.3, estableciendo una línea de distinción indudable que les separa definitivamente.

Podemos aproximarnos al concepto de ordenación del territorio en este momento inicial del trabajo acudiendo, como se ha hecho en el caso del urbanismo, al idioma inglés, que es muy útil para tratar de advertir las diferencias que separan a ambas materias. En inglés, ordenación del territorio viene a ser traducido, más o menos, como town and country planning. Con esa sencilla expresión visualizamos de manera muy intuitiva la naturaleza de la verdadera diferencia entre urbanismo y ordenación del territorio. Recordemos que urbanismo se expresaba en inglés como town planning en referencia al proceso que tiene como objetivo básico hacer ciudad. Pues bien, se advertirá fácilmente la diferencia con la expresión empleada por el inglés para la ordenación del territorio, que se traduciría literalmente como la planificación de la ciudad y del campo, es decir, de un ámbito espacial mucho mayor, más completo. Por consiguiente, es el ámbito espacial el que diferencia a una y otra materia, de tal forma que el urbanismo queda incardinado en el ámbito local mientras que la ordenación del territorio es una materia con una vocación de mayor globalidad que abarca un ámbito territorial que excede el propiamente local.

Si es el ámbito espacial sobre el que se proyectan las actuaciones públicas el que diferencia básicamente los conceptos urbanismo y ordenación del territorio, es el carácter transversal de ambas materias su mayor punto de conexión o similitud y la que les ha hecho secularmente difíciles de deslindar pues tanto el urbanismo como la ordenación del territorio son materias que se ejercitan de manera plena sobre la utilización del suelo en todo el ámbito espacial sobre el que se proyectan y que, por ende, inciden en otras materias potencialmente (puertos, aeropuertos, ferrocarriles, carreteras, montes, minas, centros comerciales, etcétera), produciéndose en ocasiones conflictos entre el urbanismo o la ordenación del territorio con la legislación sectorial de que se trate y a la que dicha regulación urbanística o territorial afecta.

Como conclusión, podemos afirmar que el ámbito espacial es el que diferencia a ambas materias y que el elemento transversal de vocación de regulación global de las actividades humanas sobre el suelo existente en ese ámbito territorial sobre el que se proyectan es su mayor nexo de unión.

1.3.  EVOLUCIÓN DEL URBANISMO Y LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO EN ESPAÑA Y SITUACIÓN ACTUAL

Podemos afirmar, sin profundizar demasiado al no ser el objeto básico de este trabajo, que las pistas más fiables para entender nuestro urbanismo actual se sitúan en el siglo XIX, donde la materia se gestiona a través de la legislación de ensanche y de reforma interior, como se pone de manifiesto en la Exposición de Motivos tanto de la Ley 8/2007 como en el Texto Refundido de junio de 2008. La primera tenía por objeto satisfacer las necesidades de suelo de las ciudades de la época debido al éxodo del campo a la ciudad que se estaba produciendo y la segunda el acondicionamiento de la ciudad por dentro para acoger en su seno de la mejor manera posible a los que ya estaban y a los que se iban incorporando poco a poco.

No obstante, el verdadero acta de nacimiento de nuestro Urbanismo se sitúa en 1956, con la aprobación de la primera ley que regula con carácter completo el proceso urbanizador, inspirándose en el urbanismo racionalista plasmado por los laboristas británicos algunos años antes en la Town and Country Planning Act. Esta norma acaba con el reinado absoluto del propietario privado y apuesta por una intervención intensa del poder público en la actividad urbanística. Es esta la primera norma en la que se refleja de manera muy diáfana el nuevo entendimiento del derecho de propiedad. Se pasa de una concepción romanista del mismo, en virtud de la cual el propietario podía hacer sobre su predio lo que estimase conveniente sin ningún tipo de límite, a una concepción donde el derecho de propiedad está limitado por la función social que viene llamado a cumplir y que se traduce en las cesiones que dicho propietario debe efectuar a favor de la comunidad cuando existe alguna utilidad pública o interés social. En definitiva, con la promulgación de la Ley del Suelo de 1956 se produce una disociación profunda entre el estatuto objetivo del suelo y el subjetivo del propietario, que tomará el camino que le marque el poder público. Desde entonces, la situación del propietario privado en nuestro país es una situación estatutaria, es decir, ostenta los derechos y deberes que le reconoce el ordenamiento jurídico en cada momento.

La Ley del Suelo de 1956 sufrió algunos tropiezos importantes durante su vigencia, entre los que podemos destacar como más relevantes la ausencia de aprobación de planeamiento urbanístico, especialmente planeamiento general, auténtico eje central sobre el que descansaba el modelo urbanístico por el que apostaba y la ausencia de desarrollo reglamentario adecuado, lo que hizo muy dificultosa su aplicación práctica.

Es por ello que sufre una notable modificación en 1975. Dicha reforma, no obstante, no apuesta por el abandono del modelo diseñado en 1956 sino más bien por rectificar los errores observados en su aplicación práctica. Prueba de ello es que la Ley del Suelo de 1975 no deroga por completo la del 56 pues el legislador autoriza en la Disposición Final de la Ley del 75 la aprobación de un Texto Refundido de ambas normas. Dicho Texto Refundido se aprueba en 1976. Las novedades más importantes que se introducen en la reforma de 1975-76 hacen referencia al planeamiento urbanístico, aunque también la gestión urbanística es objeto de revisión. Respecto del planeamiento, se regula una nueva figura: las normas subsidiarias y complementarias de planeamiento, que son las llamadas a suplir la ausencia de planeamiento general en los municipios de tamaño pequeño o mediano. Son unos instrumentos mucho menos complicados y adaptados a las necesidades de este tipo de municipios que han tenido un notable éxito y que solucionaron un problema serio para la implantación de un modelo que sin planeamiento general estaba destinado al más absoluto fracaso. Respecto de la gestión, la norma de 1975 y, obviamente, el Texto Refundido de 1976 empiezan a diseñar los sistemas de gestión tal y como los conocemos en la actualidad y, fundamentalmente, regulan la técnica del aprovechamiento medio, que es el auténtico eje sobre el que se vertebra la equidistribución de beneficios y cargas en nuestro urbanismo. Este instrumento, rebautizado en la Ley 8/1990 como aprovechamiento tipo, trata de impedir injusticias derivadas del diseño del planeamiento y supone el tratamiento igualitario de todos los propietarios insertos en una Unidad de Actuación, atribuyéndoles el mismo aprovechamiento a todos ellos y distinguiendo única y exclusivamente entre los mismos en función de los metros cuadrados que aporte cada uno. El último aspecto que podemos destacar de la aprobación de esta norma es el aprendizaje de los errores cometidos en el pasado y la apuesta por su desarrollo reglamentario, lo que llevó a la aprobación de los Reglamentos de Planeamiento, Gestión y Disciplina Urbanística en 1978, con lo que el joven Texto Refundido de 1976 quedaba completado en todos sus aspectos esenciales y resueltos los problemas más visibles con que se encontró la aplicación práctica de la Ley de Suelo de 1956.

Con este panorama presidido por la vigencia del Texto Refundido de 1976 y sus Reglamentos de desarrollo, llegamos a la entrada en vigor de la Constitución Española de 1978. Nuestro texto constitucional otorga la competencia directa en materia urbanística a las Comunidades Autónomas en el artículo 148.1.3, con lo que el urbanismo, en principio, cambia de manos. Sin embargo, esto no significa que el Estado no tenga ninguna capacidad de incidir en la materia a través de los distintos títulos competenciales que el artículo 149.1 le atribuye, como más tarde se encargó de señalar el Tribunal Constitucional. Podemos señalar hasta cinco títulos por los que el Estado podría incidir indirectamente en materia urbanística (149.1.1, regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales; 149.1.8, legislación civil; 149.1.13, bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; 149.1.18, expropiación forzosa derivada de operaciones urbanísticas y responsabilidad patrimonial por la acción urbanizadora; 149.1.23, medio ambiente).

Además, no podemos olvidar que la instancia encargada de diseñar en primer término el planeamiento, de decidir el sistema de gestión utilizado y de desempeñar labores importantes de disciplina, son las Entidades Locales. En efecto, el Urbanismo es el ejemplo paradigmático de competencia concurrente, pues todas las instancias territoriales tienen atribuidas, en mayor o menor medida, competencias en la materia en atención a los distintos intereses que tienen afectados. Es por ello que desde la entrada en vigor de la Constitución de 1978 la cuestión se complica pues antes de su aprobación la tarta se tenía que repartir entre dos y desde su entrada en vigor hay un nuevo comensal en la mesa que tiene el trozo más grande y que parece estar hambriento. No obstante, las Comunidades Autónomas no mostraron demasiado interés inicialmente por el urbanismo. Prácticamente ninguna desplegó hasta los límites constitucionalmente permitidos sus competencias. Sí lo hizo el legislador estatal, quien procedió a aprobar una nueva norma urbanística en 1990, que modifica profundamente el Texto Refundido de 1976. Siguiendo la misma técnica legislativa empleada en 1975, se autoriza al Gobierno en la Ley 8/1990 para que apruebe un texto en el que se establezca claramente lo que queda vigente del Texto Refundido de 1976 tras la entrada en vigor de la Ley 8/1990. Ese texto se aprueba en 1992 (Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio).

A partir de ese momento se abre la caja de Pandora. Las Comunidades Autónomas no aceptan la competencia del Estado para aprobar un texto de más de trescientos artículos en materia urbanística cuando, como se ha señalado, la competencia directa en la materia la tienen atribuida por el texto constitucional ellas, por lo que varias interponen recursos de inconstitucionalidad contra el texto de 1990 y el de 1992. Estos recursos son resueltos por la Sentencia 61/1997, de 20 de marzo, pronunciamiento de extraordinaria importancia y complejidad.

En dicha sentencia, el Tribunal Constitucional afirma que si bien el Estado no es el competente directo en materia urbanística, ostenta otros títulos competenciales dentro del artículo 149.1 para poder incidir en materia urbanística de manera indirecta. Por ello, el Tribunal Constitucional declara inconstitucionales dos terceras partes del texto de 1992 y deja vigentes aquellos preceptos que tienen como objetivo básico garantizar la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad urbana en todo el territorio nacional.

En realidad, y hablando lisa y llanamente, el Tribunal Constitucional viene a decir al Estado que se ha excedido demasiado aprobando un texto de más de trescientos artículos en materia urbanística, ya que él no es el titular primario de la competencia, y que lo que debería de hacer es aprobar una ley menos ambiciosa para regular algunos aspectos del urbanismo y dejar a las Comunidades Autónomas regular las cuestiones de urbanismo puro y duro. El Tribunal Constitucional dice que las competencias del Estado en la materia se refieren a la regulación del Estatuto Básico de la Propiedad Urbana, en virtud del artículo 149.1.1 y 149.1.18 de la Constitución. Ese Estatuto comprende las siguientes cuestiones:


	
· Derechos y deberes de los propietarios en cada tipo de suelo. 

	
· Régimen de valoraciones (que es la competencia estatal que más importancia tiene en la actualidad). 

	
· Expropiación forzosa derivada de la actividad urbanística. 

	
· Responsabilidad patrimonial por los daños causados como consecuencia de la actividad urbanizadora. 



Tras este controvertido y polémico pronunciamiento del Tribunal Constitucional, el Estado se ve obligado a aprobar una nueva norma urbanística estatal, la Ley 6/1998, de 13 de abril, sustituida por la Ley 8/2007, de 28 de mayo, que introduce un planteamiento radicalmente distinto al de su antecesora y que se completa con la reciente aprobación del Texto Refundido de la Ley de Suelo (Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio), tal y como se contemplaba en la Disposición Final segunda de la Ley 8/2007. Las Leyes estatales de suelo de 1998 y de 2007, de menos de cincuenta artículos cada una, tienen en común la continencia legislativa estatal por temor a un nuevo varapalo ante el Alto Tribunal. Sin embargo, su contenido es muy distinto.

Mientras la Ley 6/1998, de 13 de abril, apostaba por un modelo más liberalizador que no se aplicó al no ser secundado ni por las Comunidades Autónomas ni por las Entidades Locales, intentando sacar la mayor cantidad posible de suelo al mercado para abaratar su precio, favoreciendo así la competencia entre los propietarios, la Ley 8/2007, de 28 de mayo, impulsa un modelo más intervencionista, tratando de proteger el suelo, pues, tal y como se afirma en su exposición de motivos, es un recurso escaso y no sustituible y favoreciendo un desarrollo urbano más sostenible en el que se apuesta por el modelo de ciudad compacta que tanto éxito ha tenido en los últimos meses.

Asimismo, podemos afirmar que la Ley 6/1998, de 13 de abril, por obligaciones del guión, era absolutamente escrupulosa con las competencias señaladas por el Tribunal Constitucional a favor del Estado en la citada Sentencia 61/1997, de 20 de marzo. Solo hay que examinar la rúbrica de sus Títulos. Sin embargo, la nueva Ley 8/2007, de 28 de mayo, trata de estirar algunos de los títulos competenciales estatales indirectos del 149.1 olvidados por el pronunciamiento constitucional de 1997, como es el caso del medio ambiente (artículo 149.1.23), en el entendimiento de que el Tribunal Constitucional en la citada sentencia de 1997 se pronuncia sobre lo que le llega y no sobre otra cosa, lo que no impide al legislador estatal descubrir nuevos caminos para tratar de otorgar un equilibrio y una estabilidad de la materia a nivel nacional que no ha tenido en los convulsos últimos tiempos. Ya veremos lo que opina el Tribunal Constitucional sobre dicho criterio, pues son varios los recursos de inconstitucionalidad interpuestos frente a la nueva norma estatal.

El Texto Refundido de junio de 2008 tiene como objetivo mejorar la seguridad jurídica en la materia, incluyendo en dicho texto los preceptos sueltos del Texto Refundido de 1992 que no fueron declarados inconstitucionales por la Sentencia 61/1997, de 20 de marzo, del Tribunal Constitucional. Ese era el mandato contenido en la Disposición Final segunda de la Ley 8/2007, que otorgaba un plazo de un año al legislador estatal para la aprobación de dicho texto y, aunque con un retraso de un mes, así se ha cumplido y, por ende, la Ley 8/2007 queda, finalmente, integrada en dicho Texto Refundido. No obstante, existen algunos puntos oscuros en el nuevo texto en cuanto a la regulación de algunas materias que dejan dudas más que razonables acerca del carácter refundidor de su contenido.

Por su parte, las Comunidades Autónomas también se vieron obligadas a aprobar leyes urbanísticas propias, en contra de su voluntad en algunos casos, ya que bastantes de ellas no habían mostrado ningún interés por ejercer sus competencias en la materia hasta ese momento, contentándose con la regulación que de la misma se contenía en las leyes estatales. Ejemplo de lo que se acaba de afirmar lo aporta el hecho de que algunas de ellas aprobaron una norma de un único artículo, declarando vigente en su ámbito territorial el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992.

En la actualidad, todas las Comunidades Autónomas cuentan con una normativa propia, salvo Baleares. De esta forma, ¿cuál es la normativa aplicable a cada Comunidad Autónoma?, y ¿para qué sirve esa normativa estatal de 1998? Podemos contestar a esas dos preguntas con el siguiente cuadro explicativo.



	COMUNIDADES AUTÓNOMAS con normativa urbanística propia (todas menos Baleares)
	
1. Texto Refundido de la Ley Estatal de Suelo (Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio).

2. Ley propia de cada comunidad y reglamentos de desarrollo, en su caso.

3. Aplicación supletoria del Texto Refundido de 1976 y de sus reglamentos de desarrollo en lo que no regule la ley autonómica propia.





	COMUNIDADES AUTÓNOMAS sin normativa urbanística propia (Baleares) y Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla
	
1. Texto Refundido de la Ley Estatal de Suelo (Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio).

2. Texto Refundido de 1976 (supletorio para Baleares y directo para Ceuta y Melilla).






En definitiva, el Texto Refundido de la Ley General Estatal de Suelo se aplica en primer lugar a todas las Comunidades Autónomas, por encima incluso de su normativa propia, ya que su objetivo es garantizar la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad urbana, es decir, que no existan diferencias notables en los derechos y deberes de los propietarios de suelo por el simple hecho de que estos vivan en una u otra parte del territorio nacional. Esta competencia estatal para garantizar la regulación similar del ejercicio del derecho de propiedad urbana es resultado del pronunciamiento del Tribunal Constitucional en la ya reiterada Sentencia 61/1997, de 20 de marzo. También es deudora de dicha sentencia la resurrección del Texto Refundido de 1976 como legislación estatal supletoria, al entender el Alto Tribunal que el Estado no puede disponer, ni siquiera con carácter supletorio de lo que no es su propia legislación desde la entrada en vigor de la Constitución de 1978. Esta interpretación del artículo 149.3 de la Constitución le lleva al Tribunal Constitucional a declarar inconstitucional la Disposición Derogatoria del Texto Refundido de 1992 y a afirmar que el Derecho estatal supletorio en la materia es el contenido en el Texto Refundido de 1978 por ser el Estado el competente en aquella época sobre la materia. Esta peculiar interpretación de la cláusula de supletoriedad, muy criticada por la doctrina administrativista y que cierra el círculo abierto por el TC primero en la Sentencia 147/1991 y posteriormente en la Sentencia 118/1996, olvida varias cuestiones importantes. A saber:


	
· La propia dicción literal del precepto que no deja lugar para la duda. 

	
· La situación de Ceuta y Melilla, donde el Derecho estatal no es supletorio sino directamente aplicable al carecer ambas ciudades autónomas de capacidad legislativa propia. 

	
· La inocuidad del Derecho estatal supletorio para aquellas Comunidades Autónomas que no quieran someterse a él, quienes lo tienen muy fácil, pues tan solo tendrían que aprobar una normativa propia que desplazase a la estatal. 



En la actualidad, los problemas competenciales son muy intensos entre el Estado y las Comunidades Autónomas en materia urbanística, produciéndose graves problemas y descoordinaciones. La nueva Ley estatal de Suelo aprobada en mayo de 2007 y el modelo por el que apuesta, con continuación con la aprobación del Texto Refundido de junio de 2008 no parece que vaya a acabar con dichas disputas. De hecho, son varias las Comunidades que, como se ha señalado, han interpuesto recurso de inconstitucionalidad contra la norma de 2007 y algunas son las voces que ya han expresado sus dudas acerca del respeto del Texto Refundido de 20 de junio de 2008 con la distribución competencial que en la materia establece la Constitución. Estamos a la espera, pues, del pronunciamiento por parte del Alto Tribunal, sin muchas esperanzas de que, dicho pronunciamiento, esta vez tampoco, pudiera poner fin a las heridas abiertas. Y es que la desconfianza y la deslealtad institucional son principios instalados y arraigados en la práctica urbanística de nuestros entes territoriales. Ni siquiera la solución apuntada por la Doctrina más reputada parece haber tenido el efecto balsámico que podría y debería haber causado, pues las Conferencias Sectoriales de suelo celebradas hasta la fecha no han pasado de meras declaraciones de intenciones traducidas a nivel legislativo en pequeños e insuficientes pasos hacia ninguna parte al no haber sido aceptados ni incorporados a sus respectivos ámbitos por todos los interlocutores con competencias para hacerlo.

Por su parte, la evolución de la regulación de la ordenación del territorio en nuestro ordenamiento jurídico es relativamente reciente. De hecho, lo habitual es que la ordenación del territorio en su conjunto se abordase desde la perspectiva del urbanismo en nuestro país, como prueba el hecho de que la Ley de Suelo de 1956 diseñase un esquema rígido de instrumentos de planeamiento que abarcaba desde lo nacional a lo local, con un Plan Nacional que debía diseñar el modelo a nivel estatal y servir de base y fundamento al resto de instrumentos de planeamiento que se aprobasen en desarrollo del mismo. Como quiera que dicho Plan Nacional nunca llegó a aprobarse, se consagró en nuestro ordenamiento la «lacra del urbanismo sin plan». No es que se despachase la regulación de la ordenación del territorio a través de instrumentos no adecuados ni convenientes para ello. Es que ni siquiera se aprobaban dichos instrumentos. Con la aprobación de la Ley de Suelo de 1975, que desemboca en el Texto Refundido de 1976 y, fundamentalmente, con la aprobación de la Constitución española de 1978 se pretende dar un impulso a la regulación de la ordenación del territorio a través de los instrumentos propios de dicha materia. Pero no es hasta la aprobación por parte de la Comunidad Valenciana de la Ley 6/1994, de 15 de noviembre, Reguladora de la Actividad Urbanística y de la Ley 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo de Madrid cuando se articulan, en su sede natural, es decir, en la legislación autonómica, que es la llamada por el texto constitucional para regular la materia, instrumentos propios de ordenación del territorio y se deslinda la misma, material, espacial y competencialmente, del urbanismo.

No obstante, la voracidad legisladora de aquella primera época, en la que se procedió a recoger de manera prolija y tediosa innumerables instrumentos de ordenación del territorio que no se han utilizado en la práctica jamás, ha dado paso a una regulación más racional de dichos instrumentos en una fase posterior, en la que estamos, caracterizada por la reducción del número de instrumentos de ordenación territorial a utilizar y por la selección más eficaz y eficiente de los objetivos a conseguir con dicha política.

En la actualidad, por tanto, las Comunidades Autónomas, titulares competenciales de la materia han sustituido la cantidad por la calidad, desarrollando una política de ordenación del territorio mucho más efectiva que en los primeros años de andadura de unas y de otra.

Es necesario finalizar afirmando que, verdaderamente, como consecuencia de la distribución competencial de la ordenación del territorio que la Constitución española efectúa en su articulado, el Estado nunca ha desarrollado una verdadera política en la materia. Antes de la Constitución porque no quiere y después de la Constitución porque no puede, con lo que la única y verdadera política de ordenación territorial que se ha hecho en España la han llevado a cabo las Comunidades Autónomas en los últimos años.

1.4.  EL URBANISMO Y LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO COMO FUNCIONES PÚBLICAS

A pesar de las diferencias existentes entre urbanismo y ordenación del territorio ambas materias coinciden en un punto concreto: la función pública que vienen llamadas a servir y que de ellas predica nuestro ordenamiento. Así lo afirman las normas que regulan su contenido, tanto en las exposiciones de motivos como en el articulado.

La consideración de ambas materias como una función pública tiene unas consecuencias jurídicas y de orden práctico indudables. La principal de todas ellas es la necesidad de intervención pública no solo en la regulación (función legislativa) sino también en la ejecución (función ejecutiva que se traduce en labores de supervisión). En definitiva, la función pública que ambas materias tienen obliga a los poderes públicos a desarrollar «(...) políticas públicas relativas a la regulación, ordenación, ocupación, transformación y uso del suelo» que «tienen como fin común la utilización de este recurso conforme al interés general y según el principio de desarrollo sostenible (...)», tal y como establece el artículo 2, apartado 1, del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Estatal de Suelo. Ese es precisamente el objetivo que debe garantizar la función pública que sobre ambas materias deben ejercer las Administraciones Públicas con competencias sobre las mismas, es decir, favorecer el uso racional del suelo, elemento común sobre el que tanto la ordenación del territorio como el urbanismo se proyectan, con distinto ámbito espacial, como sabemos  (1) .

Ese objetivo común de racionalización del uso del suelo que ambas materias deben perseguir se traduce, a efectos prácticos, en la atribución de toda una amalgama de instrumentos o herramientas en poder de las Administraciones Públicas para intervenir con mano de hierro y a través de diversos cauces en los procesos de transformación del suelo. Entre todos estos instrumentos de intervención destaca el Planeamiento. El Plan es el verdadero concepto sobre el que giran las políticas públicas en materia urbanística y de ordenación del territorio. De tal modo que la función pública como concepto en abstracto y el Plan como herramienta concreta modelan unas relaciones jurídicas peculiares entre los ciudadanos y las Administraciones Públicas con competencias sobre ambas materias, configurando un régimen estatutario de derechos y obligaciones que se encargan de delimitar prima facie las leyes reguladoras de ambas materias y que desarrollan y concretan posteriormente los Planes. Por tanto, la función pública, junto con la función social de la propiedad que hoy nadie discute, limitan el derecho de propiedad y circunscriben su ejercicio al ámbito delimitado por las leyes y el Planeamiento. Así, se puede afirmar que los propietarios de suelo se encuentran en una suerte de relación de sujeción especial con respecto a la Administración Pública con competencias en materia urbanística o de ordenación del territorio.

En este sentido, la nueva Ley Estatal de Suelo, contenida en el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, como ya se ha señalado, introduce una novedad importante y da una vuelta de tuerca a la situación jurídica descrita en los siguientes términos. Es esta la primera norma que regula la utilización del suelo de manera completa, teniendo en cuenta el uso que del mismo pueden efectuar potencialmente todos los ciudadanos y no solo los propietarios. Por consiguiente, el centro de la regulación se transmuta, siendo el ciudadano y no el propietario el verdadero protagonista en el uso del suelo. El propietario, para el legislador de 2008, es otro ciudadano más que utiliza el suelo, pero no el único que puede hacerlo. Ello supone que todos los ciudadanos en su conjunto, y no solo los propietarios, quedan englobados dentro de la relación de sujeción especial en cuanto a la utilización del suelo, por lo que pesa sobre ellos unas limitaciones de uso parecidas o similares a las que ya estaban reguladas para los propietarios y que serán concretadas por las leyes reguladoras de ambas materias y por el Planeamiento aprobado para su desarrollo. La traducción práctica de todo ello es que la función pública en materia urbanística y de ordenación del territorio se amplía enormemente y alcanza a la colectividad en su conjunto y no a un grupo concreto de sujetos, los propietarios. Solo así se puede entender el contenido del artículo 2, apartado 2, de la citada Ley Estatal de Suelo de 2008, cuya dicción literal es más que discutible, pero donde se concreta el verdadero sentido de la función pública del urbanismo y la ordenación del territorio predicada en su exposición de motivos.

1.5.  EL URBANISMO Y LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO COMO MANDATOS CONSTITUCIONALES

Tanto el urbanismo como la ordenación del territorio son competencias atribuidas directamente a las Comunidades Autónomas por el artículo 148, apartado 1, punto 3, de la Constitución española de 1978.

No es la primera vez que un texto constitucional español se refiere a la ordenación del territorio, puesto que ya se contenía una previsión acerca de la citada materia en la Constitución republicana de 1931.

No obstante, y a pesar de la alusión que se acaba de citar, nunca se desarrolló una auténtica política de ordenación del territorio propiamente dicha bajo la efímera vigencia de aquel texto constitucional de 1931. De hecho, la ordenación del territorio es una materia que no ha sido explorada por las Administraciones competentes para su desarrollo (las Comunidades Autónomas) hasta hace bien poco.

Sin entrar en este momento en el terreno de la distribución de competencias en ambas materias que la regulación constitucional ofrece, sí debemos poner de manifiesto ahora el hecho de que el llamamiento que el texto constitucional efectúa al atribuir expresamente competencias a favor de una determinada Administración Pública en ambas materias tiene una trascendencia práctica indudable, que no es otra que la obligación que tiene esa Administración de ejercitar dichas competencias, desarrollando un política activa sobre ambas en orden al cumplimiento de la función pública que de las mismas hemos predicado y que no es otra que la consecución del uso racional del suelo, como ya se ha puesto de manifiesto.

Hasta la entrada en vigor de la Constitución española de 1978 no había existido en nuestro país una verdadera política de ordenación del territorio. De hecho, la ordenación del territorio se había efectuado de manera atropellada, deslavazada y parcheada a través del urbanismo. No habíamos asistido a la verdadera independización de la ordenación del territorio respecto del urbanismo. La verdad es que el intento por obtener dicha independencia que efectuó la Constitución republicana de 1931, influenciada por los textos constitucionales europeos de la época, fue infructuoso, debido a los avatares históricos por todos sabidos.

El resultado práctico del nuevo intento constitucional por conseguir la independencia de la ordenación del territorio respecto del urbanismo se ha traducido, a efectos prácticos, en una lenta pero progresiva preocupación de nuestras Administraciones por dicha materia y en el desarrollo de políticas activas de regulación en todas y cada una de las diecisiete Comunidades Autónomas, que, a día de hoy, cuentan, en mayor o menor medida, con normas específicas que regulan la cuestión.

A pesar de las diferencias observadas en la regulación que de la ordenación del territorio efectúan las Comunidades Autónomas hoy en día, podemos distinguir tres etapas en la regulación autonómica de esta materia desde que se aprobó el texto constitucional. A saber:


	
· Una primera etapa de inacción, que iría desde la aprobación del texto constitucional hasta el año 1994, fecha en la que se aprueba la primera norma que, de manera diferenciada, regula la ordenación del territorio separándola del urbanismo (Ley valenciana 6/1994, de 15 de noviembre, reguladora de la actividad urbanística). Esta etapa está caracterizada por la inapetencia autonómica a la hora de desarrollar el mandato constitucional para el desarrollo de una verdadera política de ordenación del territorio. 

	
· Una segunda etapa de regulación intensa, que se inicia con la citada norma valenciana de 1994 y la Ley madrileña 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo. Esta etapa está caracterizada por la voracidad legislativa a la hora de regular una amalgama de instrumentos de ordenación del territorio cuyo destino más previsible, como así fue, era el fracaso. De pronto, nuestras Comunidades Autónomas descubrieron lo que era la ordenación del territorio y diseñaron un kit completo de herramientas ad hoc para su regulación. No pensaron en la dificultad práctica que suponía su aplicación, como se verá a lo largo de este trabajo y el resultado fue que la gran mayoría de ellas nunca se ha utilizado. En este sentido, hay que hacer especial mención, por lo llamativo del asunto, al ejemplo paradigmático por excelencia de lo que se acaba de comentar, que no es otro que la regulación del Plan Regional de Estrategia Territorial en la todavía hoy vigente, en sus Capítulos II, III y IV, Ley madrileña de 1995 citada y que nunca se ha llegado a aprobar. No digamos ya el resto de juguetes rotos que en dicha norma se contenían y que se han convertido en poco tiempo en fósiles jurídicos. 

	
· Una tercera etapa de racionalización en la regulación, que se inicia ya en el año 2005 con la promulgación de una nueva ley valenciana (Ley 16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística Valenciana) y se arraiga con la aprobación de la Ley Estatal de Suelo de 2007 (Ley 8/2007, de 28 de mayo). Esta etapa se caracteriza por el intento de retorno a la cordura. En este sentido, las nuevas normas que se van aprobando desde las fechas citadas reducen notablemente el número de instrumentos de ordenación del territorio, simplificando su utilización, aprobación y uso (en la Comunidad Valenciana, en Andalucía y en el resto de Comunidades, con la deshonrosa excepción de Madrid, cuya nueva Ley de Ordenación del Territorio y Urbanismo no vio finalmente la luz en 2007 a pesar de haber sido enviada a la Asamblea después de haber creado un Comité de Expertos en la materia al efecto y de que dichos expertos hubiesen elaborado un completo informe presentado a bombo y platillo y cuyos resultados estaban en gran parte incorporados al Proyecto de Ley enviado y, finalmente, no nato). 



El ejemplo de Andalucía es suficientemente ilustrativo, pues la normativa andaluza regula ahora un instrumento genérico de intervención, el POTA (Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía), que, eventualmente, para necesidades específicas en determinados ámbitos, será desarrollado por instrumentos de ámbito territorial inferior circunscrito a dar solución a dicha necesidad específica a través de lo que los andaluces, con su habitual finura humorística, denominan los «POTITOS».

El caso de la regulación abortada en Madrid, por seguir con el ejemplo que habíamos puesto en la etapa anterior, también resulta muy descriptivo del cambio de rumbo tomado por las Comunidades Autónomas como consecuencia del aprendizaje práctico previo. En esa norma madrileña enviada a la Asamblea en febrero de 2007 solo se hacía alusión a un único instrumento de ordenación del territorio, que seguía siendo el Plan Regional de Estrategia Territorial, habiéndose suprimido mención alguna a todos los contenidos, y vigentes todavía hoy, se insiste, en la Ley 9/1995 y cuya utilización, como se ha dicho, ha sido un auténtico fiasco.

El mandato constitucional por lo que al urbanismo se refiere, al igual que hemos visto que ha sucedido con la ordenación del territorio, también ha tenido gran trascendencia a efectos prácticos. De hecho, en la actualidad, todas las Comunidades Autónomas, titulares originarias, aunque no exclusivas, como veremos de dicha competencia, cuentan con normativa propia en materia urbanística, a excepción de las Islas Baleares. El proceso por el cual todas las Comunidades han ido aprobando su propia normativa urbanística tampoco ha sido nada fácil, sino que ha estado rodeado de una gran complejidad. Si en el caso de la ordenación del territorio distinguíamos tres etapas en el desarrollo de dichas políticas por parte de las Administraciones Públicas competentes, en el caso del urbanismo podemos distinguir dos períodos, claramente divididos por la promulgación de una sentencia del Tribunal Constitucional a la que ya se ha hecho referencia: la Sentencia 61/1997, de 20 de marzo.

Hasta el dictado de dicha sentencia podemos decir que las Comunidades Autónomas, salvo la excepción de Cataluña y muy tardíamente Valencia (1994) y Madrid (1995), no habían mostrado interés alguno por legislar en materia urbanística y, por ende, no contaban con legislación propia en la materia. Sin embargo, el contenido de la citada sentencia obliga a las Comunidades Autónomas a ejercer su competencia constitucionalmente reconocida y a dotarse de una legislación urbanística propia, so pena de tener por castigo la aplicación supletoria, ni más ni menos, que una normativa preconstitucional, el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976, en una interpretación surrealista por parte del Alto Tribunal de la cláusula de supletoriedad contenida en el artículo 149.3 de la Constitución. Por este motivo, desde el dictado de la Sentencia 61/1997, de 20 de marzo, todas las Comunidades Autónomas, con la excepción de Baleares, donde, todavía hoy, se aplica supletoriamente el texto que se acaba de citar, se lanzaron a aprobar leyes propias de suelo de distinta naturaleza y condición. Sin embargo, hemos de decir que los temores inicialmente expresados por la Doctrina más cualificada, entre ellos el Profesor García de Enterría, acerca de la heterogeneidad regulatoria a la que la sentencia citada iba a dar lugar en la materia no se han visto posteriormente confirmados. El citado profesor llegó incluso a proponer hasta tres soluciones diferentes para tratar de evitar que la voracidad regulatoria autonómica provocase una fragmentación del contenido y ejercicio del derecho de propiedad en las distintas partes del territorio nacional, apostando finalmente por la potenciación del diálogo entre Administraciones Públicas para el ejercicio de sus respectivas competencias en la materia a través de un instrumento idóneo muy utilizado en países de nuestro entorno en ámbitos de materias compartidas o concurrentes como es la Conferencia Sectorial, regulada entonces y ahora en el artículo 5 de la Ley 30/1992. Al final, el miedo a que se consagrasen diecisiete regulaciones urbanísticas distintas y muy diferentes entre sí después de la ya largamente citada sentencia del Tribunal Constitucional no se ha visto reflejado en el contenido de las leyes autonómicas, pues ni las Comunidades Autónomas tienen tanta imaginación como para idear diecisiete modelos de urbanismo distintos ni la materia da para tanto. En la práctica, las regulaciones autonómicas han optado por dos modelos diferentes en el terreno de la ejecución urbanística, puesto que en el ámbito del planeamiento no existe prácticamente diferencia alguna. Uno más clásico y consuetudinario en el urbanismo español, caracterizado por la apuesta de una ejecución centrada en el propietario del suelo y que se lleva a cabo a través del modelo de compensación y otro modelo más novedoso, impulsado desde la Ley 6/1994 valenciana a la que ya hemos hecho referencia y que despoja de esas facultades de ejecución a los propietarios del suelo a favor de un tercero, propietario o no, denominado agente urbanizador, al que, como profesional del sector, se le atribuyen las potestades delegadas para la transformación del suelo.

En definitiva, la inclusión en la Constitución española de 1978 de un punto concreto dentro del apartado primero del artículo 148 en el que se hace una mención expresa al urbanismo y la ordenación del territorio como materias separadas y con sustantividad propia, ha supuesto que las Comunidades Autónomas hayan podido, en algunos casos, y sentido la obligación poco deseada, en otros, de regular con normativa propia ambas materias y que, a día de hoy, nos encontremos con un panorama normativo completo, a excepción de Baleares por lo que a la materia urbanística hace referencia, que, en líneas generales, es menos heterogéneo de lo que se temía inicialmente, más razonable de lo que era hace algunos años pero, potencialmente, igual de peligroso al reducir las competencias estatales a un ámbito de colateralidad poco deseable. En la actualidad, como demuestran las últimas normas estatales aprobadas en estas materias, el Estado es incapaz de liderar un modelo de desarrollo sostenible, homogéneo y estable en cuanto algunas Comunidades Autónomas inician las hostilidades. Así lo confirman los pronunciamientos del Tribunal Constitucional en la resolución de los recursos de inconstitucionalidad planteados frente a la normativa estatal. El intento del legislador de 2007-2008 por estirar hasta el extremo la competencia estatal del 149.1.23 en materia medioambiental para propiciar la regulación a nivel estatal y, por ende, generalizado, de un modelo de urbanismo y ordenación territorial concreto y reconocible se ha encontrado con la oposición de nuevo de parte de las Comunidades Autónomas, quienes, de nuevo, han acudido al Tribunal Constitucional impugnando varios de los preceptos de dicha legislación estatal en recursos que están todavía por resolver por parte del Alto Tribunal.

1.5.1.  Distribución constitucional de competencias

Desde la entrada en vigor de la Constitución española de 1978 el panorama competencial en materia de urbanismo y ordenación del territorio se complica sensiblemente porque si el reparto de la tarta se hacía antes entre dos comensales, ahora tiene que efectuarse entre tres. Es decir, nos encontramos con un nuevo comensal en la mesa, que son las Comunidades Autónomas y, además, ese nuevo comensal es el que tiene atribuidas las competencias directas en cada una de esas dos materias.

Como ya se ha apuntado, el artículo 148, apartado 1, punto 3, otorga competencias a las Comunidades Autónomas en materia de urbanismo y ordenación del territorio. Sin embargo, el que el texto constitucional opte por atribuir la competencia directa de esas dos materias a las Comunidades Autónomas no significa que dicha competencia sea exclusiva de las mismas, puesto que, como veremos, tanto el Estado como las Entidades Locales pueden intervenir en la regulación de las mismas en virtud de los intereses afectados que tienen.

El Estado ostenta hasta cinco títulos competenciales en el artículo 149 para poder intervenir, de manera colateral, en el urbanismo o en la ordenación del territorio. A saber: artículo 149.1, puntos 1 (la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales), 8 (legislación civil), 13 (bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica), 18 (legislación sobre expropiación forzosa derivada de actuaciones urbanísticas y responsabilidad patrimonial derivada de la actuación urbanizadora) y 23 (medio ambiente). De hecho, en la práctica, como ya se ha puesto de manifiesto, el Estado cuenta con una legislación (Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio) que no es propiamente urbanística sino de regulación del uso del suelo y que se puede decir que trata de englobar las dos materias (urbanismo y ordenación del territorio) desde la perspectiva de la racionalización del uso del suelo, verdadero objetivo ya señalado que debe cumplir la función pública predicada de ambas materias, tratando de diseñar un mínimo común denominador reconocible a nivel nacional, que debería ser el cometido propio de esta legislación estatal, pero que se antoja frágil e ineficiente debido a las escasas posibilidades con las que el Estado cuenta en la actualidad para el diseño de un modelo urbanístico o de ordenación del territorio común desde el pronunciamiento del Tribunal Constitucional en 1997, a pesar de los intentos denodados del legislador de 2007-2008 por estirar las competencias estatales en materia de medio ambiente, estiramiento que está todavía pendiente de examen por el Alto Tribunal cuando resuelva los recursos de inconstitucionalidad planteados por algunas Comunidades Autónomas contra preceptos de marcado tenor medioambiental.

Por su parte, las Entidades Locales también tienen atribuido un papel importante en la gestión de ambas materias. El reconocimiento de una autonomía local a favor de dichos entes en el artículo 137 de la Constitución les debe asegurar un ámbito propio de decisión en materias donde tienen implicado algún tipo de interés notable. Es evidente que el diseño de su término municipal, la planificación de la ciudad (su town planning), es una materia lo suficientemente importante como para que se deje margen de apreciación a las mismas a la hora de elegir el modelo de ciudad por el que apuestan y las prioridades que sobre la misma se quieren implantar.

Por consiguiente, el urbanismo y la ordenación del territorio son dos ejemplos de materias concurrentes sobre las que todas las Administraciones Públicas territoriales de nuestro país tienen capacidad para proyectar competencias en atención a sus respectivos intereses afectados, por lo que la mención que el artículo 148.1.3 de la Constitución efectúa a favor de las Comunidades Autónomas no supone el agotamiento de las posibilidades de intervención en dichos ámbitos por parte de otros Entes que tienen importantes intereses dignos de protección.

1.5.2.  Ejercicio formal de competencias

Una vez examinada la distribución constitucional de competencias en materia de urbanismo y ordenación del territorio, parece recomendable aludir a la articulación práctica del ejercicio de dichas competencias por parte de las diferentes Administraciones con potestades en la materia, que, como se ha apuntado ya, son todas las Administraciones Públicas territoriales.

El esquema, aunque parezca complicado, es relativamente sencillo y obedece a criterios razonables, aunque con algunas deficiencias que se señalarán. De tal forma que las Comunidades Autónomas, titulares originarias de la competencia, cuentan con potestades legislativas y ejecutivas sobre ambas materias, aunque, como veremos, las potestades ejecutivas en materia urbanística son ejercitadas, por los motivos que ahora se expondrán, por las Entidades Locales. Por su parte, el Estado, en virtud de los títulos competenciales constitucionales que se han señalado, ostenta competencias legislativas para regular un mínimo común denominador que el Tribunal Constitucional ha denominado, de manera más que discutible y por rocambolescas razones que ahora no vienen al caso, como Estatuto Básico de la Propiedad Urbana. Mientras, las Entidades Locales, al carecer de potestad legislativa, gozan básicamente de facultades ejecutivas en materia urbanística.

¿A qué obedece esa articulación práctica de competencias en materia urbanística y de ordenación del territorio a favor de las distintas Administraciones Públicas? A lo que obedece, o debería obedecer, cualquier atribución de competencias a favor de cualquier instancia territorial: a la naturaleza de los intereses en juego.

Analizamos ambas materias por separado. Comenzaremos por la ordenación del territorio, que posee, como se ha dicho, un ámbito espacial superior. Si el objetivo fundamental de la ordenación del territorio es conseguir la ordenación racional del uso del suelo, ¿tiene sentido que sea una materia atribuida exclusivamente a las Comunidades Autónomas y que solo ellas puedan ejercer competencias para la regulación de dicha materia? Obviamente no, puesto que existen intereses que exceden el ámbito espacial del ejercicio de competencias autonómico y que, por ende, hace que una instancia superior tenga que intervenir para dotar de coherencia la regulación de dicha materia. De hecho, la ordenación del territorio es una materia que cada vez está de mayor relieve y es objeto de regulaciones expansivas desde el punto de vista espacial y normativo. La preocupación por el uso del suelo, por la preservación de los espacios naturales, por la racionalización en el proceso de construcción de infraestructuras y, en fin, por conseguir un desarrollo económico y social sostenible ha hecho que la política de ordenación del territorio traspase fronteras y que, cada vez, se articule más a través de organismos supranacionales. De hecho, en el ámbito europeo existe una Carta Europea de Ordenación del Territorio, aprobada el 20 de mayo de 1983 en Torremolinos y son cada vez más las formas, instrumentos y medidas que, a nivel europeo, se adoptan en materia de ordenación del territorio y que condicionan las políticas nacionales en este ámbito. Por todo ello, si hay intereses que exceden del ámbito natural y espacial de las Comunidades Autónomas, no pueden ser estas las que ejerzan de manera exclusiva las competencias en dicha materia, sin perjuicio de que se les dote de una competencia legislativa directa para adaptar el uso del suelo y la ordenación de su espacio físico en atención a las peculiaridades y prioridades que pretendan conseguir. No obstante, la regulación autonómica debe ser coherente y respetar políticas de ordenación del territorio diseñadas por otras Administraciones Públicas superiores que den continuidad y sentido a los objetivos perseguidos por las mismas. Por ejemplo, una Comunidad Autónoma no podría modificar unilateralmente el trazado de una línea de ferrocarril de Alta Velocidad que transcurra por el ámbito de varias Comunidades Autónomas. Podría, a lo sumo, negociar ligeras modificaciones en el trazado, pero no podría imponer, apelando a sus competencias en materia de ordenación del territorio, que dicha línea no pasase por su territorio. Es precisamente a través de las competencias sectoriales como inciden las políticas estatales en la ordenación del territorio en cada una de las Comunidades Autónomas. Al no tener el Estado una competencia directa en la materia, cuestión que, como sabemos, reserva el texto constitucional a las Comunidades Autónomas, la incidencia indirecta en la ordenación del territorio autonómico la ejerce el Estado a través de competencias sectoriales directas, por ejemplo transportes intercomunitarios, en el caso que se acaba de mencionar, que inciden indirectamente en la ordenación del territorio. Es por ello que, a pesar de tener competencia directa sobre dicha materia, las Comunidades Autónomas tienen que ceder en aras a la protección de intereses públicos superiores que se presentan en el ejercicio de competencias sectoriales por parte de Administraciones Públicas territorialmente superiores.

En el caso del urbanismo, el panorama es semejante pero no idéntico. De nuevo nos encontramos con una materia donde todas las Administraciones Públicas territoriales tienen presentes intereses en mayor o menor medida. Pero es precisamente esa medida de los intereses en juego la que debe hacer atribuir más o menos competencias en la materia a cada una de ellas. Como en el caso de la ordenación del territorio, la competencia directa en materia urbanística recae en las Comunidades Autónomas. No obstante, no es esta una competencia exclusiva de las mismas, como sabemos. El urbanismo es uno de los ejemplos paradigmáticos de competencias concurrentes por la incidencia que su regulación tiene en otros terrenos o materias conexas. De tal forma que el Estado ostenta títulos competenciales por los que puede incidir de manera indirecta en la regulación urbanística para garantizar un mínimo común denominador en todo el territorio nacional, en los términos en que ya se ha comentado. Y esas competencias las ejerce en la práctica a través de una Ley General Estatal que en la actualidad es el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, como sabemos. Pero lo que más nos interesa destacar respecto de la materia urbanística es la articulación práctica del ejercicio de competencias que llevan a cabo las Entidades Locales en este terreno, ya que son estas Administraciones Públicas territoriales las que desempeñan un papel esencial en la gestión de la materia. En efecto, si tenemos en cuenta que el diseño de la ciudad es una cuestión que debería ser de primer orden para los Ayuntamientos por afectar a la propia estructura y configuración que va a tener su término municipal, debería atribuirse a esta instancia territorial una capacidad para decidir lo que hacer con su propio término municipal, máxime si se tiene en cuenta que la propia Constitución española de 1978 reconoce autonomía a las Entidades Locales para la gestión de sus respectivos intereses. La regulación que de esa autonomía local se efectúa en nuestro ordenamiento jurídico sigue el modelo tradicional francés, impregnado, eso sí, de algún tinte alemán, pero básicamente se traduce, a efectos prácticos, en el reconocimiento de un ámbito propio de gestión reconducido a aquellas materias sobre las que las Entidades Locales tengan un interés prevalente. Sobre dichas materias, las competencias locales serían propias y ostentarían un mayor poder de decisión. Ese sería el nudo gordiano de la autonomía local reconocida por el artículo 137 de la Constitución: el reconocimiento de un ámbito propio de decisión en materias donde exista un interés local prevalente, por contraposición a las competencias impropias, que son aquellas que, tanto el Estado como las Comunidades Autónomas pueden otorgar a las Entidades Locales por delegación en virtud del principio de descentralización territorial recogido en el artículo 103 del texto constitucional vigente.

El urbanismo es una materia lo suficientemente importante para las Entidades Locales que, sin llegar a tener un interés prevalente en la materia, hace necesario atribuirles competencias sobre la misma. En la práctica, ante su incapacidad legislativa, las competencias que se atribuyen a las Entidades Locales en materia urbanística hacen referencia a su capacidad de ejecución, que se traduce, fundamentalmente, en la aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico que diseñan nuestras ciudades, siendo el más visible de todos ellos el Plan General de Ordenación Urbana, que es el que establece el completo diseño del término municipal, aunque podamos encontrarlo con alguna denominación distinta en la legislación de alguna Comunidad Autónoma, como sucede, por ejemplo, en Castilla-La Mancha, donde se conoce a este instrumento de planeamiento como Plan de Ordenación Municipal. Pero, como decíamos, siendo importante para las Entidades Locales contar con la capacidad para decidir el diseño de su término municipal a través de estos instrumentos de planeamiento, cuya competencia para la aprobación les está atribuida por el ordenamiento jurídico, no debemos olvidar que la materia urbanística trasciende la propia esfera municipal, siendo necesario que otra instancia superior, las Comunidades Autónomas, velen porque los instrumentos de planeamiento aprobados por las instancias locales se ajusten a los verdaderos intereses de dichos municipios y no tengan una trascendencia relevante más allá de los mismos. Es por ello que la totalidad de las legislaciones autonómicas reconocen potestades de supervisión a favor de las Comunidades Autónomas para examinar el contenido de los instrumentos de planeamiento municipales, bien antes de su aprobación, otorgando la aprobación definitiva de los mismos al propio Consejo de Gobierno autonómico y configurando así un procedimiento bifásico de aprobación de los mismos, bien a posteriori mediante instrumentos de vigilancia y control diseñados en la propia legislación autonómica o acudiendo, en ausencia de estos, a la propia legislación de régimen local (artículo 60 o, incluso, artículo 61, cuya única aplicación desde la entrada en vigor de la Constitución ha tenido como supuesto de hecho un asunto muy directamente relacionado con el urbanismo, como fue la disolución de la corporación municipal de Marbella en abril de 2006). Téngase en cuenta que estas competencias autonómicas de fiscalización de la actividad urbanística llevada a cabo por las Entidades Locales son o deberían ser ejercitadas por las Comunidades Autónomas invocando más el título competencial de la ordenación del territorio que el del urbanismo puesto que, cuando una Entidad Local ejerce sus competencias urbanísticas con trascendencia más allá de su propio término municipal, es decir, afectando a términos municipales vecinos, se produce una transmutación de la materia, que pasa de ser meramente urbanismo a ordenación del territorio y, por ende, debe actuar la instancia territorial superior que tiene atribuida la competencia en dicha materia en virtud de los intereses públicos superiores que está llamada a preservar y en aras a la necesaria coherencia en el uso y racionalización del suelo en todo su territorio. De hecho, casi todas las legislaciones urbanísticas autonómicas regulan la competencia de estas para emitir un informe de afectación territorial como paso previo a la aprobación definitiva de los instrumentos de planeamiento urbanístico elaborados por las Entidades Locales.

Ha sido este uno de los mayores caballos de batalla entre las dos instancias territoriales que se han citado, Comunidades Autónomas y Entidades Locales, para deslindar el ejercicio de competencias en las dos materias, urbanismo y ordenación del territorio. Saber hasta dónde llegaban las competencias de una Administración y dónde comenzaban las de la otra supuso notables quebraderos de cabeza hasta que se aprobó la primera norma que, de manera correcta, definitiva y solvente, estableció el camino a seguir en este farragoso terreno. Nos referimos a la tantas veces mencionada Ley valenciana 6/1994, de 15 de noviembre, Reguladora de la Actividad Urbanística. En dicha norma, cuya paternidad hay que atribuir al Profesor Luciano Parejo Alfonso, se consagra de manera impecable la delimitación de competencias entre las Comunidades Autónomas y Entidades Locales en materia urbanística y de ordenación territorial. Con acierto, desde nuestro punto de vista, el Profesor Parejo Alfonso resuelve brillantemente la controversia al residenciar las competencias locales en la materia que mayor trascendencia tiene para ellas, como es el urbanismo, verdadero ámbito potencial de decisión local donde deben expresarse las prioridades a la hora de la configuración de su término municipal. Sin embargo, como esa capacidad de decisión municipal no es ilimitada, sino que encuentra límites precisamente en el respeto a los términos municipales colindantes, serán las Comunidades Autónomas las que deban velar por el completo cumplimiento por parte de las instancias territoriales inferiores, las locales, de dichos límites urbanísticos para que las competencias urbanísticas locales no invadan la esfera que le es propia a la Comunidad Autónoma y que no es otra que la de la ordenación territorial con el objetivo de dar coherencia y unidad de sentido a todas y cada una de las ordenaciones urbanísticas locales. Pensamos que, en este sentido, la solución propuesta es, como apunta el propio autor de la misma, respetuosa con la autonomía local y con la distribución constitucional de competencias que en materia urbanística y de ordenación del territorio se recoge en el texto constitucional. A partir de la aprobación de dicha norma, el resto de normativas autonómicas han seguido ese modelo de articulación práctica de distribución de competencias que para la gestión de ambas materias se reconocen a las dos instancias territoriales citadas.

Dicho lo anterior, podemos resumir de manera esquemática las competencias que cada Administración Pública territorial ostenta en materia de ordenación del territorio y urbanismo.



Ordenación del territorio





	Competencias Estatales
	Legislación general estatal (RDLeg. 2/2008, de 20 de mayo) y legislación sectorial de competencia estatal con incidencia en la ordenación del territorio



	Competencias Autonómicas
	Legislativa específica para la ordenación del territorio y sectoriales de competencia autonómica con incidencia en la ordenación del territorio



	Competencias Locales
	Ninguna






Urbanismo





	Competencias Estatales
	Legislación general estatal (RDLeg. 2/2008, de 20 de mayo)



	Competencias Autonómicas
	Legislativa específica para la regulación urbanística



	Competencias Locales
	Ejecutiva para la elaboración de los instrumentos de planeamiento, para la elección de los sistemas de ejecución urbanística y para la protección de la legalidad urbanística 






1.6.  CONCLUSIONES



· El urbanismo y la ordenación del territorio tienen una semejanza y una diferencia clara. La semejanza la hallamos en el carácter transversal que ambas materias presentan. La diferencia afecta al ámbito espacial sobre el que ambas materias se proyectan, quedando el urbanismo residenciado en un espacio más reducido que viene a coincidir con el término municipal sobre el que se proyecta el diseño de la ciudad (town planning) y la ordenación del territorio sobre un espacio superior con pretensiones de regulación global de los usos del suelo sobre el espacio ocupado por la ciudad y lo que no es ciudad, es decir, por el campo y la ciudad (town and country planning).

· La aprobación de la Constitución española de 1978 complica el panorama competencial al tener que repartirse la gestión de ambas materias entre tres instancias territoriales en vez de dos y ostentar todas esas instancias territoriales intereses, en mayor o menor medida, sobre ambas materias, excepción hecha de las entidades locales sobre la ordenación del territorio, que es una materia que excede de su ámbito relevante de actuación.

· La evolución en la regulación y ejercicio de competencias por parte de las diferentes instancias territoriales llamadas a la gestión de estas materias desde la aprobación de la Constitución española de 1978 revela las dificultades para delimitar claramente el ámbito de actuación de cada una de ellas y, por ende, la articulación práctica de dicho ejercicio en función de los intereses implicados, con numerosos episodios de conflicto en el ejercicio de dichas competencias.

· Es el Tribunal Constitucional el que ha tenido que delimitar el ejercicio de competencias urbanísticas por parte de las distintas Administraciones Públicas territoriales en su Sentencia 61/1997, de 20 de marzo, atribuyendo a las Comunidades Autónomas la competencia directa sobre la materia, derivada del artículo 148.1.3 de la Constitución, para regular el urbanismo puro y duro (planeamiento, gestión y disciplina urbanística) y al Estado una competencia indirecta a través de los títulos competenciales contenidos en el artículo 149.1 (puntos 1 y 18 fundamentalmente)  (2)  para regular lo que el propio Tribunal ha denominado como Estatuto Básico de la Propiedad Urbana, que incluye las siguientes materias: derechos y deberes de los propietarios, régimen de valoraciones urbanísticas, expropiación forzosa derivada de la acción urbanizadora y responsabilidad patrimonial por actos urbanísticos. Respecto de las Entidades Locales, ejercen en la práctica competencias ejecutivas sobre el urbanismo puro y duro (planeamiento, gestión y disciplina urbanística) en desarrollo de la legislación autonómica y en virtud de la autonomía local constitucionalmente reconocida por el artículo 137 del texto constitucional, si bien es cierto que, debido a la proximidad del objeto con los procedimientos urbanísticos sancionadores, las competencias locales en materia de disciplina urbanística están en proceso de revisión y desplazamiento a favor de las Comunidades Autónomas.

· Es asimismo el Tribunal Constitucional, en su importante Sentencia 40/1998, de 19 de febrero (3) , conjuntamente con la Doctrina, que ha jugado aquí un papel más relevante, sobre todo desde la aprobación de la Ley valenciana 6/1994, el que ha tenido que delimitar las competencias que ejercerán las distintas Administraciones Públicas territoriales en materia de ordenación del territorio, atribuyendo la competencia directa a las Comunidades Autónomas en virtud del artículo 148.1.3 de la Constitución, pero reservando un papel importante al Estado como forma de asegurar la coherencia y unidad de acción en la regulación de la utilización del suelo en todo el territorio nacional a través de competencias sectoriales de titularidad estatal que inciden en la planificación del territorio. El papel de las Entidades Locales es aquí mucho más secundario, sin que tengan ninguna competencia directa en la materia, teniendo que limitarse a respetar la ordenación territorial que, desde ámbitos espaciales y territoriales superiores les viene impuesta, sin perjuicio de que, en el ejercicio de sus competencias urbanísticas y sectoriales, tengan potestades para decidir dentro de su término municipal importantes cuestiones de uso del suelo, pero que ejercen en su vertiente de planificación y diseño de la ciudad, no por la vía de la ordenación territorial en sí misma.

· De la irracionalidad inicial en el ejercicio de competencias en materia urbanística y de ordenación del territorio por parte de las Comunidades Autónomas, en unos casos de motu propio y en otros obligadas por el pronunciamiento del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997, con la regulación de una gran cantidad de instrumentos de ordenación territorial que posteriormente no eran utilizados, hemos pasado a una etapa actual de racionalización de la regulación de dichos instrumentos en aras de una mayor eficacia y eficiencia.

· Se necesita todavía hoy una mayor coordinación en el ejercicio de competencias por parte de las distintas Administraciones territoriales sobre ambas materias, sin que se hayan superado aun los recelos y deslealtades del pasado y sin que se haya hecho el uso adecuado de los instrumentos que nuestro ordenamiento jurídico pone al servicio de tal coordinación, como, por ejemplo, la Conferencia Sectorial, regulada en el artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en los términos señalados que en su día propuso el Profesor García de Enterría.

· La crisis económica que vivimos desde el año 2007 ha aparcado en buena medida las controversias competenciales en materia urbanística y de ordenación del territorio y paralizado la acción de las distintas Administraciones Públicas territoriales en ambas materias, pero bien haríamos en sembrar ahora en tiempos de crisis y, aprovechando que tratamos de replantearnos el modelo productivo en su conjunto, analizar el papel que queremos que cada instancia territorial juegue en la gestión de unas materias que, como hemos podido comprobar y sufrir en nuestras propias carnes, tienen una trascendencia económica más que notable.






	 (1) 

	
Recordemos que la función pública de ambas políticas está consagrada por el artículo 3 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Su dicción literal es la siguiente: «La ordenación territorial y la urbanística son funciones públicas no susceptibles de transacción que organizan y definen el uso del territorio y del suelo de acuerdo con el interés general, determinando las facultades y deberes del derecho de propiedad del suelo conforme al destino de este. Esta determinación no confiere derecho a exigir indemnización, salvo en los casos expresamente establecidos en las leyes.

El ejercicio de la potestad de ordenación territorial y urbanística deberá ser motivado, con expresión de los intereses generales a que sirve».



	 Ver Texto 




	 (2) 

	La Sentencia 61/1997, de 20 de marzo, del Tribunal Constitucional se centra en estos dos títulos competenciales estatales del artículo 149.1 de la Constitución porque era lo que se estaba juzgando en aquel momento, sin que la omisión de otros títulos competenciales estatales del artículo 149.1, muy especialmente los puntos 8, 13 y 23, que se puede apreciar en dicha sentencia suponga la negación de la competencia estatal para incidir en la regulación urbanística a través de los mismos, como hemos tenido ocasión de comprobar tras la aprobación de la Ley Estatal de Suelo 8/2007, de 28 de mayo, y el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, donde se intenta estirar hasta el extremo la competencia estatal en materia de medio ambiente para incidir en la regulación del urbanismo y de la propia ordenación del territorio. Como dichas normas han sido impugnadas ante el Alto Tribunal, cuando este tenga la oportunidad de resolver dichos recursos de inconstitucionalidad deberá indicarnos hasta dónde alcanza la competencia indirecta estatal del 149.1.23 de la Constitución para incidir en la materia, cosa que al no haberse hecho en la Sentencia 61/1997, de 20 de marzo, no impide al legislador estatal de 2007 y 2008 explorar hasta dónde llegan sus competencias por esta vía.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Es esta una sentencia pronunciada por el Alto Tribunal con ocasión de la resolución de los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por varias Comunidades Autónomas contra la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante. Está publicada en el Boletín Oficial del Estado de fecha 17 de marzo de 1998.


	 Ver Texto 








La regulación normativa europea y estatal 



2.1.  ESQUEMA-RESUMEN

· Influencia cada vez mayor de la normativa internacional y, especialmente, europea en materia de urbanismo y ordenación del territorio: derecho global a un uso racional del suelo.

· Establecimiento de un mínimo común denominador estatal en la regulación del urbanismo y la ordenación del territorio para lograr un reconocimiento similar en el ejercicio de los derechos de los ciudadanos y el aseguramiento de una coherencia y continuidad territorial en el uso y gestión del suelo.

· Fortalecimiento y consolidación a nivel constitucional y legal de principios esenciales que deben presidir el ejercicio de competencias en materia urbanística y de ordenación del territorio por parte de las Administraciones Públicas territoriales, como son la publicidad, la transparencia y, especialmente, la sostenibilidad.

2.2.  LA INCIDENCIA CADA VEZ MAYOR DE LA NORMATIVA EUROPEA EN LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

Es un hecho evidente que las legislaciones nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea están cada vez más condicionadas por la normativa emanada de las propias instituciones de la Unión. Es este un proceso que, lejos de tender a remitir, se va a acentuar, con toda la lógica del mundo, en los próximos años, como estamos viendo. La necesidad de armonizar las políticas sobre los distintos sectores a nivel europeo para dotar de coherencia y unidad la acción de la Unión es cada vez más visible y necesaria, como ha puesto de manifiesto la crisis económica iniciada a finales de 2007. El ámbito del urbanismo y, muy especialmente, el de la ordenación del territorio no es una excepción. Además, el Derecho emanado de las instituciones a nivel europeo es cada vez, dicho en términos coloquiales, menos soft y ha pasado a ser bastante hard, como no podía ser de otra forma si de conseguir un verdadero proceso de integración europea, tanto a nivel económico como a nivel político se trata. Los viejos tiempos en que la norma comunitaria por excelencia, la Directiva, dejaba un margen de interpretación, desarrollo y adaptación a los Estados para incorporarla a su ordenamiento interno lo suficientemente razonable como para hacer atractiva la incorporación de nuevos miembros al ClubEuropeo sin que recelasen demasiado sobre su potencial pérdida de soberanía normativa han quedado muy atrás. En la actualidad, tanto la Directiva como, por supuesto, el Reglamento, contienen un grado de determinación tal que hace prácticamente imposible que los Estados miembros puedan aportar alguna visión propia y, con la ayuda de la Doctrina del Tribunal de Justicia, al considerar la Directiva como norma de aplicación directa cuando el Estado miembro incumple el plazo de transposición y esta contiene tal grado de detalle que es perfectamente deducible el espíritu que las instituciones europeas quieren conseguir, la capacidad de evasión del Estado miembro es prácticamente inexistente, por lo que, a sensu contrario, su sometimiento pleno a la normativa europea es hoy absoluta. No hace falta incidir en esta idea, pues es algo que estamos viendo de manera clara en los últimos meses. Hemos asistido incluso a la intervención económica literal y real de Estados soberanos por parte de las instituciones europeas, que son las que le dictan los deberes en forma de reformas de todo tipo y medidas de diferente calado que tienen que tomar los países que se encuentran en dificultades económicas.

Decíamos anteriormente que el urbanismo y la ordenación del territorio no son una excepción dentro de este proceso de mayor influencia normativa europea a nivel nacional. Podría tener más sentido en el caso de la ordenación del territorio, debido al mayor ámbito espacial que este requiere para su gestión, lo que justificaría en mayor medida la intervención a nivel europeo, pero es que el urbanismo tampoco se libra de ello, pues la influencia de las instituciones europeas sobre el urbanismo español ha sido más que notable en los últimos tiempos, llegando incluso a forzar el cambio de alguna que otra legislación urbanística autonómica de forma fulminante.

Respecto de la ordenación del territorio, la existencia de una Carta Europea de Ordenación del Territorio, aprobada en Torremolinos en mayo de 1983, como ya se ha indicado en otro apartado de este libro, es indicativo de la preocupación que, a nivel europeo, existe por la gestión de esta materia. La necesidad de que, desde un ámbito territorial superior, se elaboren unas bases sólidas que contengan los principios básicos en los que deben inspirarse las Administraciones Públicas territorialmente inferiores en la gestión de la materia ha hecho que desde dicha fecha la normativa nacional haya evolucionado de manera palpable hacia formas de gestión novedosas y que la preocupación que por la ordenación del territorio se ha mostrado a nivel europeo se haya traducido en el ámbito nacional en legislaciones más comprometidas por el cuidado del suelo y su utilización racional, hasta desembocar en formas de gestión más sostenibles y equilibradas. En definitiva, hemos pasado, por distintos motivos, de no prestar atención a esta materia, por desconocimiento de su contenido, por falta de sensibilidad social hacia la misma, etcétera, a que forme parte importante de las agendas políticas de los distintos gobiernos nacionales, quienes, en sus diferentes versiones territoriales, han ido elaborando y regulando instrumentos de gestión inspirados en los principios recogidos en la Carta Europea de Ordenación del Territorio de 1983 y formulando lo que se ha dado en llamar la Estrategia Territorial Europea, aprobada en Postdam en mayo de 1999. El impulso que la misma ha otorgado en toda Europa ha provocado, especialmente en un país como el nuestro que nunca se había preocupado por la regulación de esta materia y en donde, por ende, partíamos de cero, un efecto claramente beneficioso que ha supuesto una mejora en la utilización de nuestro suelo. No hay que olvidar que a este impulso también ha coadyuvado la mayor preocupación por los aspectos medioambientales a la que hemos asistido en los últimos tiempos a nivel global, no ya solo europeo. La conexión entre la ordenación del territorio y el medio ambiente es indudable y, fruto de ello, se han formado unas sinergias regulatorias que han beneficiado notablemente la gestión de ambas materias en los distintos países, muy especialmente el nuestro, se insiste, y han propiciado la acción conjunta de los distintos gobiernos a nivel mundial, siendo estas materias, especialmente la de medio ambiente, pero también de manera muy apreciable, la de ordenación del territorio, con la que, como se ha apuntado, existe una gran conexión, ejemplos de regulación global o de lo que se ha dado en llamar Derecho global. No debemos olvidar que estas políticas se contienen en la actualidad, en sus rasgos primarios y esenciales, en Convenios internacionales que establecen los principios básicos y, en muchos casos, hasta los instrumentos concretos de aplicación de políticas detalladas en la materia, por lo que, en buena medida, el margen de maniobra para la gestión de estas materias con el que cuentan los países individualmente considerados es relativamente pequeño, debiendo recoger sus respectivas legislaciones nacionales, dentro de los distintos ámbitos territoriales a los que tenga su ordenamiento encomendada la potestad de decisión, los principios rectores e instrumentos regulados en las normas supranacionales.

No obstante, a pesar de los esfuerzos realizados en los últimos años y de los avances obtenidos, queda todavía margen para la mejora, sobre todo en el ámbito interno. El problema de la coordinación de competencias a nivel nacional es más que evidente. Nuestro país es un claro ejemplo, como pondremos de manifiesto más adelante.

Centrándonos ahora en los instrumentos normativos que condicionan el ejercicio de competencias en materia de ordenación del territorio a nivel nacional, debemos hacernos eco de los siguientes:

2.2.1.  La Carta Europea de Ordenación del Territorio

Fue aprobada el 20 de mayo de 1983 en Torremolinos en la Conferencia Europea de Ministros responsables de la Ordenación del territorio, en una sesión auspiciada por el Consejo de Europa.

Cuatro son los aspectos básicos que se destacan en el Preámbulo y en el contenido de la Carta. A saber:


	
· La necesaria cooperación entre las distintas instancias territoriales a la hora de regular y gestionar la materia con el objetivo de racionalizar el uso del espacio físico. 

	
· La necesidad de elaborar nuevos criterios y principios que inspiren la gestión de la ordenación del territorio de acuerdo con los nuevos cánones de progreso técnico y económico. 

	
· El carácter interdisciplinar de la materia y su especial conexión con el medio ambiente y con otras políticas sectoriales de relevancia europea. 

	
· La importancia de la participación ciudadana en la adopción de medidas relacionadas con la ordenación del territorio. 



Se define la ordenación del territorio como «(...) una disciplina científica, una técnica administrativa y una política concebida como un enfoque interdisciplinario y global cuyo objetivo es un desarrollo equilibrado de las regiones y la organización física del espacio según un concepto rector» y se destaca especialmente algo que venimos comentando: la dimensión europea del contenido de la materia, que, como se indica, sobrepasa «(...) el marco nacional y trata así de crear un sentimiento de identidad común, teniendo en cuenta las relaciones Norte-Sur y Este-Oeste».

Los objetivos genéricos que tiene que tratar de conseguir la política de ordenación del territorio, según la Carta Europea de Ordenación del Territorio serían los siguientes:


	
· El desarrollo socioeconómico equilibrado de las regiones. 

	
· La mejora de la calidad de vida. 

	
· La gestión responsable de los recursos naturales y lo protección del medio ambiente. 

	
· La utilización racional del territorio. 



Asimismo, los objetivos más específicos o particulares a llevar a cabo serían:


	
· En las regiones rurales, crear condiciones de vida equivalente entre ciudad y campo tanto a nivel económico, social, cultural y ecológico, así como en materia de infraestructura y equipamientos  (1) . 

	
· En las regiones urbanas, controlar y ordenar su crecimiento  (2) . 

	
· En las regiones fronterizas, se desarrollará una intensa política entre Estados que vele por la apertura de las fronteras, por el establecimiento de procesos de consulta y de cooperación transfronteriza y por el uso común de los equipamientos de infraestructura  (3) . 

	
· En las regiones de montaña, dada la importancia de las funciones que cumplen, se debe reservar un lugar específico y adecuado en el marco de la política de ordenación del territorio a la conservación y desarrollo de estas regiones. 

	
· En las regiones que presentan debilidades estructurales, que tienen riesgo de quedar atrasadas como consecuencia de cambios en su base económica, se necesita de ayudas especiales que tengan en cuenta las diferencias que existen entre las condiciones de vida y de trabajo dentro de los diversos Estados. 

	
· En regiones en decadencia, debe desarrollarse una política específica a favor de las regiones cuya actividad económica se encuentra fuertemente disminuida como consecuencia de la reestructuración industrial y del envejecimiento de su equipamiento, a menudo monoestructural, y de sus infraestructuras, situación agravada por la competencia mundial que resulta de la nueva división internacional del trabajo. 

	
· En las regiones costeras y las islas, se debe desarrollar una política específica que asegure un desarrollo equilibrado y una urbanización coordinada que tenga en cuenta las condiciones exigidas por la protección del medio ambiente y las características regionales. 



De la lectura de la Carta Europea de Ordenación del Territorio se puede deducir que se trata de un primer paso para concienciar de la importancia del papel que juega la política de la ordenación del territorio y su escudero particular, el medio ambiente, a nivel global y que es algo que ya por aquella época empezaba a preocupar seriamente, cosa que no había ocurrido con la misma intensidad antes. La Carta es un mero compendio de principios y buenas intenciones que luego han sido desarrollados a través de políticas concretas a nivel europeo, pero es, sin lugar a dudas, un avance importante para la articulación de políticas comunes de ordenación del territorio y medioambientales que vinculan a los Estados europeos no de una manera directa, pero sí de una manera indirecta más que notable.

La auténtica obsesión de la Carta Europea de Ordenación del Territorio (CEOT), al igual que de otros documentos que sobre la materia se han aprobado a nivel europeo posteriormente es la articulación de competencias entre las diferentes instancias territoriales, entre las europeas y nacionales y entre las nacionales entre sí. Para ello, la CEOT trata de organizar la coordinación y la cooperación entre los diversos niveles de decisión, optando por una distribución equitativa de los recursos financieros, procurando que las diferentes autoridades que participan en la política de ordenación del territorio dispongan de competencias para decidir y ejecutar, así como de medios económicos suficientes. Estas autoridades deben tener presente en su actuación las medidas tomadas o previstas en los niveles inferior o superior y por consiguiente intercambiar información de manera regular, con el fin de asegurar una coordinación óptima entre el nivel local, regional, nacional y europeo, incluso en lo referente a la cooperación fronteriza. La articulación práctica de esta necesaria cooperación interadministrativa entre los diferentes poderes territoriales se haría de la siguiente manera:

A nivel local: coordinación de los planes de ordenación de las autoridades locales, que deben tener en cuenta los intereses de la ordenación regional y nacional.

A nivel regional: es el marco más apropiado para la puesta en práctica de una política de ordenación del territorio: coordinación entre las mismas autoridades regionales, las autoridades locales, nacionales y entre regiones de países vecinos.

A nivel nacional: coordinación de las distintas políticas de ordenación del territorio y de las ayudas a las regiones y concertación entre los objetivos nacionales y regionales.

A nivel europeo: coordinación de las políticas de ordenación del territorio a fin de realizar los objetivos de importancia europea y un desarrollo general equilibrado.

Para lograr esa necesaria cooperación administrativa se hace imprescindible aplicar y respetar el principio de subsidiariedad, como vemos.

2.2.2.  La Estrategia Territorial Europea

Fue aprobada en una reunión informal de Ministros responsables de ordenación del territorio en Postdam en mayo de 1999 y es el fruto de los trabajos llevados a cabo por el Comité de Desarrollo Territorial de la Unión Europea.

Es este un documento mucho más elaborado que la Carta Europea de Ordenación del Territorio que refleja la evolución que ha experimentado la materia desde la aprobación de aquella en 1983 hasta la aprobación de este documento en 1999. Si la Carta es un documento de mínimos donde se establecen principios muy generales, poco desarrollados pero que cumple su función de abrir el camino hacia una política europea de ordenación del territorio, la Estrategia Territorial Europea, sin ser un documento jurídico vinculante y, por tanto, seguir perteneciendo a un tipo de normas de derecho soft, contiene ya una verdadera política europea de ordenación del territorio, prolija, detallada y concisa que debe orientar las políticas nacionales en materia de ordenación del territorio. El lenguaje utilizado, la técnica normativa, los objetivos perseguidos y los instrumentos regulados para la consecución de los mismos son fiel reflejo de la rápida transformación que la política de ordenación del territorio está teniendo a nivel global y, especialmente, europeo y de la importancia que desde la Unión Europea se le está dando como forma de armonizar el desarrollo económico con la protección del viejo continente. El reto es más serio de lo que a primera vista parece.

El documento se estructura en dos partes (A y B). La parte A supone toda una declaración de intenciones y lleva por rúbrica «para un desarrollo equilibrado y sostenible del territorio de la UE»  (4) . La parte B tiene un título más terrenal pero igualmente sugerente: «el territorio de la UE: tendencias, perspectivas y retos».

Los objetivos genéricos sobre los que pretende centrarse la Estrategia Territorial Europea son los siguientes:


	
· Desarrollo sostenible y equilibrado mediante el favorecimiento de la cohesión económica y social en todo el territorio europeo. 

	
· La conservación y gestión de los recursos naturales y del patrimonio cultural. 

	
· La competitividad más equilibrada del territorio europeo. 



Los aspectos básicos o prioridades que la Estrategia Territorial Europea (ETE) quiere atender son muy parecidos a los que se expresaban de manera somera e incipiente en la Carta Europea de Ordenación del Territorio. Ahora, tras más de una década, las ideas están mucho más claras, el proceso de integración europea era más sólido y la política de ordenación del territorio se había revelado más importante aún para la consecución de importantes objetivos a nivel europeo. Dichos aspectos básicos son:


	
· La cooperación entre las instancias europeas y nacionales y de las nacionales entre sí para la consecución de una política de ordenación del territorio coherente que sirva a los objetivos de desarrollo económico y social de la Unión Europea. 

	
· La integración de las políticas sectoriales europeas en la política global de ordenación del territorio y la interacción a nivel cooperativo de estas políticas europeas con incidencia en la ordenación del territorio con los proyectos nacionales, aplicando para ello el principio de subsidiariedad a la hora de determinar la Administración actuante. 
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